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Excmo. Sr. D. Francisco Caamaño Domínguez
Ministro de Justicia

MADRID

                                                                                                           Santiago, 02 de Febrero del 2011                                 

Excmo. Sr Ministro:

Hoy, 1 de febrero del 2011, hemos tenido conocimiento del Anteproyecto de Ley de Medidas de Agilización Procesal.

Por si no lo sabe, desde hace tiempo y a cada paso peor, hacerse médico en este país es un verdadero suicidio laboral y social que incrementará el éxodo de médicos a otros países de la UE, con la consiguiente repercusión sobre la asistencia sanitaria en nuestro país. 
A lo largo de estos últimos años, mientras en la Unión Europea se ha ido mejorando y estimulando a sus ciudadanos para fomentar vocaciones en una actividad que exige una alta cualificación y muchos sacrificios, en España la dedicación a la Sanidad Pública se ha ido degradando a marchas forzadas. A pesar de todo y gracias a los médicos, ha sido posible mantener una Sanidad Pública de las mejores aun cuando en España se siga dedicando a la Sanidad Pública uno de los porcentajes del PIB de los más bajos de la UE. 

Por si ya el recorte de derechos que está sufriendo el médico de la Sanidad Pública no era suficiente, solo faltaba la propuesta de un anteproyecto de semejante calibre en donde, en la práctica, se le cierra el último recurso que le queda al personal estatutario para hacer valer sus derechos, que en la Sanidad Pública se ven vulnerados con excesiva frecuencia. Esto no es admisible en un Estado de Derecho y nos abocaría a tener que volver a la huelga como último recurso.

Todos los trabajadores de la Administración, fundamentalmente los estatutarios y, peor aún, los facultativos de la Sanidad Pública, desde hace años estamos sufriendo un acoso permanente por parte de la Administración, donde lo único que se mantiene es la responsabilidad del médico que tiene que seguir pagando los defectos del sistema.   

Aparte de exigencias laborales discriminatorias que afectan al médico, sobre todo al estatutario y que no se le aplican en igual medida al resto de los trabajadores (Guardias, responsabilidad, sobrecargas asistenciales, etc.) en muy poco tiempo nos hemos visto sorprendidos con más trabas. Solo por señalar dos especialmente graves en el terreno judicial: Se nos ha privado de la vía laboral y obligado a recurrir a la  vía contenciosa que, por su lentitud es inoperante y cuando se pronuncia la sentencia el problema, en muchos casos, ya no tiene arreglo. 

Otro recorte no menos importante, ha sido la modificación por la que el silencio de la Administración ante las reclamaciones de derechos del estatutario se considere negativo. 

Al afirmar que el médico de la Sanidad Pública es para la Administración un ciudadano de tercera categoría, próximo al pária hindú, no es exagerado y sino que nos expliquen si se le aplica a otros trabajadores las obligaciones y recortes de derechos que se le aplican al estatutario.

No se puede seguir incrementando aún más el recorte de derechos bajo el pretexto de que la Justicia está saturada por la cantidad de reclamaciones. Buscar la solución a ese problema negándole o dificultándole la reclamación a quien no le queda más remedio que acudir a la Justicia para lograr el amparo contra unos órganos de la Administración que, con excesiva frecuencia, no respetan la normativa. Si de verdad el Ministerio de Justicia quiere agilizar los procesos, hágalo recuperando para los estatutarios los Conflictos Colectivos, en donde en un solo acto se pueden juzgar reclamaciones que, como ocurre con mucha frecuencia en la Sanidad Pública, afectan a muchos profesionales y que, generalmente se juzgan en un período breve de tiempo.  
Si la razón para sacar adelante este Anteproyecto de Ley es el atasco de los Juzgados por una  insuficiencia de medios en los órganos de la Justicia, deberán ampliarse y no limitarse a lo más fácil, recortando derechos, como se pretende con el aludido Anteproyecto de Ley. 

Si la causa es de carácter económico, intentando ahorrar a costa del estatutario, metiéndole la mano en la cartera, al no permitir la casación ni la apelación, por lo exagerado de las cantidades exigidas, así como la imposición de unas costas disuasorias inaceptables, es aún más repudiable en un Estado de Derecho.

De seguir por esa vía, CESM-G denunciará y actuará a todos los niveles para evitar lo que a nuestro juicio es un atropello inadmisible en democracia. 
Esperando que se revise el Anteproyecto de Ley aludido, le saluda atte.

Fdo.: Cándido Andión Núñez

Presidente de CESM-Galicia
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